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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN

Medellín, veinticuatro (24) de abril de dos mil quince (2015)
	Radicado:
	05001 33 33 004 2014 01070 00

	Medio de control
	Ejecutivo

	Demandante:
	CARLOS MARIO BUITRAGO TORO

	Demandado:
	Municipio de Argelia

	Asunto:
	Libra parcialmente mandamiento ejecutivo.

	Interlocutorio No.:
	13


ASUNTO

Procede el Juzgado a estudiar, para su admisión, la demanda ejecutiva impetrada por CARLOS MARIO BUITRAGO TORO, contra el municipio de Argelia – Antioquia.
LA DEMANDA.
1. Hechos.

En la síntesis fáctica de la demanda la parte ejecutante se contrae a señalar que, en calidad de propietario de la Estación de Servicios “La Gruta”, suscribió los siguientes contratos de prestación de servicios –suministros- con el municipio de Argelia:

1. Contrato de prestación de suministro No.2011-17 de agosto 2011, por valor de VEINTICUATRO MILLONES CIENTO TREINTA Y SEIS MIL PESOS M/CTE. ($24.136.000.oo).

Cuyo objeto es: “suministro de combustible para el parque automotor que opera en el relleno sanitario y para realizar el mejoramiento rutinario de las vias terciarias del muncipio de Argelia”. “por el término de dos meses.

2. Contrato de prestación de suministro No. 2011-046 de junio 2011, por valor de OCHO MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y TRES MIL TRESCIENTOS TREINTA PESOS M/CTE. ($8.433.330.oo).

Cuyo objeto es: “realizar mantenimiento y administracion del parque automotor del municipio para el apoyo a proyectos especiales de vivienda, vias y servicios publicos para la poblacion desplazada”. “Por el término de siete meses”.
2.Pretensiones.

PRIMERA: LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO, por la vía EJECUTIVA, en contra del Ejecutado, MUNICIPIO DE ARGELIA –ANTIOQUIA- representado legalmente por la Dra. FLOR DEY GRANADA VALENCIA, identificada con la cédula de ciudadanía No.43.381.138 identificado con Nit. 890.981.786-8, como deudor y a favor de CARLOS MARIO BUITRAGO TORO, identificado con cédula de ciudadanía No.70.729.556, propietario del establecimiento de comercio la ESACION DE SERVICIOS LA GRUTA como acreedora, así:

1.1. Se sirva librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva, en contra del demandado y a favor de mi poderdante, por las siguientes sumas de dinero:

1.1.1. ($9.358.833.oo), nueve millones trescientos cincuenta y ocho mil ochocientos treinta y tres pesos m/cte., como capital, así:

a. ($1.222.833.oo), un millón doscientos veintidós mil ochocientos treinta y tres pesos m/cte., de la orden de pago No.0000001132 de 18 de noviembre de 2011.

b. ($4.065.302.oo), cuatro millones cero sesenta y cinco mil trescientos dos pesos m/cte., de la orden de pago No.0000001272 de 18 de diciembre de 2011.

c. ($4.070.698.oo), cuatro millones cero setenta mil seiscientos noventa y ocho pesos m/cte., de la orden de pago No.0000001273 de 18 de diciembre de 2011.

SEGUNDA: Se condene al ejecutado, MUNICIPIO DE ARGELIA –ANTIOQUIA- representada legalmente por la Dra. FLOR DEY GRANADA VALENCIA, identificada con la cédula de ciudadanía No.43.381.138 identificado con Nit. 890.981.786-8, a pagar las costas, gastos y demás agencias en derecho, que se causen en el curso del presente proceso.

La demanda fue radicada ante la Oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados Administrativos Orales de Medellín, el 23 de julio de 2014, y correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Administrativo Oral de Medellín, que ahora conoce, por reparto del día 25 de julio de la misma anualidad.
Inadmitida por errores formales y luego de ser subsanada corresponde ahora su estudio para admitir.

CONSIDERANDOS

Competencia y procedimiento aplicable

El Juzgado considera que tiene la competencia, para conocer la demanda referida, a la luz de los artículos 75 de la Ley 80 de 1993
, en armonía con el artículo 104 numeral 6 de la Ley 1437 de 2011
, toda vez que se trata del recaudo de un documento que se deriva de un contrato estatal.
De otra parte la pretensión ejecutiva que se procesa en sede contenciosa administrativa, debe orientarse por el Proceso Ejecutivo de Mayor Cuantía, conforme el Código de Procedimiento Civil, entiéndase Código General del Proceso en lo vigente a la fecha, por expreso mandado del artículo 299 ordinal 2 del CPACA
.

Debe recordarse que a la luz del auto de unificación, IJ 2012-00395 del 25 de junio de 2014, proferido por el Consejo de Estado, el Código General del Proceso entró a regir en su totalidad a partir del primero de julio de 2014, para la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Sin embargo, los trámites no concluidos o consolidados antes del 25 de junio de 2014, se rigen por las normas del Código de Procedimiento Civil
.
En esa línea argumental se considera que como la demanda se radicó el 23 de julio de 2014, el trámite legal es el que aparece vertido en el Código General del Proceso, el cual será la ley para responder a la presente demanda.
ANÁLISIS DEL JUZGADO
1. Título base de recaudo. 

En respaldo de sus pretensiones, la parte actora, allegó, como base de recaudo: 
Textualmente indica el demandante: 

Respetuosamente, le solicito al Señor Juez tener como pruebas documentales y títulos de recaudo ejecutivo, los siguientes documentos:

1. Copia auténtica de contrato de prestación de suministro No.2011-17 de agosto 2011, por valor de VEINTICUATRO MILLONES CIENTO TREINTA Y SEIS MIL PESOS M/CTE. ($24.136.000.oo).

2. Copia auténtica de contrato de prestación de suministro No.2011-046 de junio 2011, por valor de OCHO MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y TRES MIL TRESCIENTOS TREINTA PESOS M/CTE. ($8.433.330.oo).

3. . Original de  oficio Nro.HA 089-2012, de junio 23 de 2012, donde se reconoce por parte del Ejecutado las deudas insolutas o no pagadas, de conformidad con los documentos que me permito anexar:

· CDP 125, se generó la Orden de Pago Nro.1132 del 18 de noviembre de 2011 a nombre de CARLOS MARIO BUITRAGO TORO por valor de $$1.222.833.00.

· CDP 645, se generó la Orden de Pago Nro.1272 del 18 de diciembre de 2011 por valor de $4.065.302.

· CDP 646, se generó la Orden de Pago Nro.1273 del 18 de diciembre de 2011 por valor de $4.070.698.

4. Respuesta a derecho de peticion donde se certifica la originalidad o autenticidad de los documentos aportados:

- Acta de Posesión de la Señora FLOR DEY GRANADA VALENCIA, como alcaldesa del Municipio de Argelia, Antioquia.

-Orden de Pago Nr.0000001272 de fecha 18/12/2011 por valor de $3.918.951.00

-Certificado de Disponibilidad Presupuestal Nro.0000000646 por valor de $12.070.698.00

- Certificado de Registro y Compromiso Presupuestal Nro.0000000648 por valor de $12.065.302.00

-Certificado de Registro y Compromiso Presupuestal Nro.0000000432 por valor de $8.433.330.00

- Certificado de Disponibilidad Presupuestal Nro.0000000125 por valor de $8.433.330.00

- Orden de Pago Nr.0000001132 de fecha 18/11/2011 por valor de $1.222.833.00

-Acta de Avance Nro.46-2011-7

-Certificación del Interventor Sr. WILMER SANCHEZ ALVAREZ de fecha 28/12/2011.

- Orden de Pago Nr.0000001273 de fecha 18/12/2011 por valor de $3.887.517.00

- Certificado de Registro y Compromiso Presupuestal Nro.0000000647 por valor de $12.070.698.00

- Certificado de Disponibilidad Presupuestal Nro.0000000646 por valor de $12.070.698.00

-Acta de elementos de consumo Nro.00008613 de diciembre 20 de 2012 por valor de $13.136.000.00

- Orden de compra Nro. 00008629 de fecha 20 de diciembre de 2011 por valor de $13.136.000.00

-Baja de elementos de Consumo Nro. 00008623 de fecha 20 de diciembre de 2011 por valor de $13.136.000.00

2. El título complejo derivado del contrato estatal.
Para admitir la demanda de la referencia, siguiendo las prescripciones legales y jurisprudenciales sobre la materia, debe previamente el Juzgado estudiar los requisitos de forma (Que la obligación provenga del deudor y constituya plena prueba en su contra) y de fondo del título base de recaudo (se refieren a su contenido, es decir, que la obligación que se cobra sea clara, expresa y exigible)
.
Que el documento provenga del deudor o de su causante quiere decir que éste sea su autor, el suscriptor del correspondiente documento
; y en lo que concierne a la plena prueba que exige la ley para que pueda librarse mandamiento de pago tiene que ver con la autenticidad del documento. 

El artículo 422 del C.G.P., confirma lo dicho en precedencia al disponer, en relación con los requisitos del título base de recaudo, lo siguiente: 

“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo”
Aunado a lo anterior se tienen las prescripciones del artículo 97 ordinal 2 del CPACA, según el cual:

“Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo: 3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los documentos en que consten sus garantías, junto con el acto administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones.” (Subrayas y negrillas extratexto).
Ahora bien, los títulos derivados de los contratos estatales, son por regla general complejos, esto es que se requiere reunir varios requisitos y/o documentos para que se configuren
. En torno a este título el Consejo Superior de la judicatura tuvo la oportunidad de orientar relacionando los títulos provenientes del contrato estatal de la siguiente manera:

“En este orden de ideas, es del caso especificar cuáles son los títulos ejecutivos provenientes del contrato estatal; estos son3: “...en primer lugar, (i) el contrato estatal mismo; (ii) las actas adicionales que modifican el contrato; (iii) las actas de liquidación del contrato; (iv) las actas de pago; (v) el convenio de transacción; (vi) las facturas de los bienes recibidos y las facturas cambiarias; (vii) los actos administrativos unilaterales, debidamente ejecutoriados y derivados de los contratos, que contengan una obligación de pagar una suma líquida de dinero a favor de la Administración (liquidación unilateral del contrato, por ejemplo); (viii) las sentencias proferidas en los procesos contractuales; (ix) los autos interlocutorios, ejecutoriados y proferidos en los procesos contractuales (verbigracia, los que aprueban las conciliaciones prejudiciales); (x) los laudos arbítrales; (xi) las pólizas de seguros; además, (xii) las ejecuciones derivadas de condenas proferidas por la misma Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en los procesos de carácter contractual”
.

Sobre el mismo tema el Honorable Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, ha señalado:
“3. La base de cobro ejecutivo del contrato de estatal de suministro, debe estar acompañada de una serie de documentos que lo complementen y den razón de su existencia, perfeccionamiento y ejecución, entre los cuales tenemos: (i) Original o copia autentica del contrato estatal; (ii) certificado de registro y compromiso presupuestal, certificado de disponibilidad presupuestal, (iii) facturas de suministro; (v) certificaciones o constancia de recibo de los bienes suministrados.
”
En el mismo auto se puso de presente lo indispensable de los requisitos de ejecución del contrato, tal como lo es el registro y la disponibilidad presupuestal, firmado legalmente.
En anterior pronunciamiento la misma Sala de la Corporación citada, indicó:

“2.2. La base de cobro ejecutivo del contrato de obra estatal, debe estar acompañada de una serie de documentos que lo complementen y den razón de su existencia, perfeccionamiento y ejecución, entre los cuales tenemos: (i) Original o copia autentica del contrato estatal; (ii) copia autentica del certificado de registro presupuestal, (iii) copia autentica de las garantías (pólizas) acordadas por las partes y dispuesta en ley, junto con la copia autentica del acto administrativo que aprobó las garantías, o del sello puesto en el contrato que da fe de la aprobación de las garantía; (iv) actas parciales de obra, facturas; (v) cuando quien haya celebrado el contrato, liquidado el contrato, no sea el representante legal de la entidad estatal respectiva, sino que su suscripción fue en virtud de delegación, será necesario, adjuntar copia autentica del acto administrativo que confirió dicha delegación.
Cuando se ejecuta con fundamento en un título ejecutivo complejo, es indispensable que todos y cada uno de los documentos que lo conforman, en su conjunto, muestren la existencia de la obligación con las características previstas en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, es decir, que el título ejecutivo este constituido por una obligación clara, expresa y exigible4. A falta de los documentos necesarios para librar el mandamiento de pago, no debe ordenarse la corrección de la demanda, sino que ocasiona la negativa del mandamiento de pago.
”
En esta ocasión la Corporación hizo énfasis en la necesidad de acreditar los requisitos del título complejo, en especial los de ejecución del contrato tal como lo es también la aprobación de las garantías, de igual manera fue objeto de estudio el contenido de las actas suscritas de cara a las estipulaciones del contrato.
Ahora, el Art. 497 del C. de P. C. dispone que: “Presentada la demanda con arreglo a la ley, acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida si fuere procedente, o en la que aquél considere legal”.
La ausencia de uno de los requisitos del título complejo es causal de negación del mandamiento de pago, sin que sea procedente ordenar la corrección de la demanda
.
2. Análisis del caso concreto

De acuerdo con los documentos aducidos por el actor, como base de recaudo, éste celebró dos contratos de prestación de servicios con el municipio de Argelia – contratos 2011 – 17 y 2011-46, por cuantía de $ 24.136.000 y $ 8. 433.330, respectivamente.

La situación de acreencias relacionadas con los contratos en mención, de acuerdo con las pruebas allegadas, es la siguiente:

1. Contrato 2011 – 17. Objeto: suministro de combustible para el parque automotor que opera en el relleno sanitario y para realizar mejoramiento rutinario de vías terciarias del municipio de Argelia (Fls. 15 a 22).
De conformidad con la cláusula sexta la forma de pago estaba supeditada a la ejecución del contrato, el cual tenía un plazo de dos meses, contados desde el perfeccionamiento del mismo.
-Requisitos de ejecución del contrato:

-Registro presupuestal, número 647, por valor de $ 12.070.698 (ver fl.34)

-Certificado de Disponibilidad Presupuestal, número 646, por valor de $ 12.070.698 (ver fl.33).
-Certificado de Disponibilidad Presupuestal, número 648, por valor de $ 12.065.302 (ver fl.35).

-En la cláusula décima novena se establece que para la ejecución de este contrato se requiere de la aprobación de la garantía única de cumplimiento, y en la cláusula vigésima se indica que la póliza única de cumplimiento hace parte del contrato.
-Cumplimiento del contrato:

-A folio 36 aparece certificación del interventor en la cual se deja constancia del cumplimiento del objeto de este contrato.
-Liquidación y pago del contrato:

-A folio 23 aparece que el Secretario de Hacienda del municipio, deja constancia de que las acreencias contraídas con el actor se constituyeron en déficit fiscal, por ausencia de efectivos para el pago. Este documento no constituye crédito en contra del municipio porque quien lo suscribe no es el ordenador del gasto; o al menos esa calidad no se ha demostrado en el proceso.

-A folio 30 aparece la orden de pago en favor del actor, suscrita por el Alcalde municipal, por cuantía de $ 4. 070.698, menos los descuentos de ley. 

2. Contrato 2011 – 046. Objeto: realizar mantenimiento y administración del parque automotor del municipio para el apoyo a proyectos especiales de vivienda, vías y servicios públicos para la población desplazada (Fls. 20 a 22).

De conformidad con la cláusula tercera del contrato la forma de pago acordada fue por medio de actas de avances de manera mensual, certificada por el interventor, con pagos dentro de los primeros 12 días de cada mes.
-Requisitos de ejecución del contrato:

-CDP, número 125, – por valor de $ 8.433.330 (ver fl.31).

-Registro presupuestal, número 423, por valor de $ 8.433.330 (ver fl.32)

-En la cláusula décima quinta del contrato se indica que no se requiere la aprobación de la póliza de garantía por bastar para el inicio el acta respectiva.
-Cumplimiento del contrato:
-A folio 38 aparece certificación del interventor en la cual se deja constancia del cumplimiento del objeto de este contrato.

-Liquidación y pago del contrato:

-A folio 37 aparece el acta de avance No.46-2011-7 del 15 de diciembre de 2011, suscrita por el interventor y el contratista, en este documento se establece unas acreencias en favor del actor por la suma de $ 1. 222.833, sin embargo, este documento no es constitutivo de crédito en contra del municipio por haber sido firmado con quien en principio no tiene la capacidad de disposición en el ente territorial, la cual, de ordinario, es el Alcalde municipal. 
-A folio 23 aparece que el Secretario de Hacienda del municipio, deja constancia de que las acreencias contraídas con el actor se constituyeron en déficit fiscal, por ausencia de efectivos para el pago. Este documento tampoco constituye crédito en contra del municipio por las razones dadas anteriormente.
-A folio 28 aparece la orden de pago en favor del actor, suscrita por el Alcalde municipal, por cuantía de $ 1.222.883, menos los descuentos de ley. 

-A folio 29 aparece la orden de pago en favor del actor, suscrita por el Alcalde municipal, por cuantía de $ 4. 065. 302, menos los descuentos de ley. 

Visto lo anterior el Despacho llega a las siguientes conclusiones: (i) respecto del contrato 2011-017, se advierte que no se configura el título complejo en cuanto que haciendo parte del mismo contrato la aprobación de la póliza de garantía no se allegó al proceso; y, de otra parte, si en gracia de discusión se aceptara la orden de pago como un acto administrativo
, encuadrable en la hipótesis del artículo 104 ordinal 6 y 297 ordinal 3, del CPACA, en cuanto se derivan de contratos estatales
, no procede el mandamiento de pago toda vez que se allegó dichos documentos en copias simples, cuando la jurisprudencia contenciosa ha exigido que lo sean en documentos auténticos u originales
.

(ii) no ocurre lo mismo en cuanto al contrato 2011-0046, en cuanto que en éste la póliza no hace parte del contrato, y se allegaron los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato, como lo es el CDP y CRP. Además, hay pruebas de que el contrato se cumplió e incluso se expidió una orden de pago suscrita por el ordenador del gasto.

No es entonces aceptable la tesis de inexistencia de recursos expuesta por el municipio de Argelia, si se tiene en cuenta que para dicho contrato se obtuvo certificado de registro presupuestal y que precisamente apunta a que la entidad prevea los recursos económicos suficientes para atender sus obligaciones contractuales.

A folios 14 aparece agotado el requisito de conciliación exigido por el artículo 47 de la Ley 1551 de 2012.
Por lo anterior se negará el mandamiento ejecutivo respecto del contrato 2011-0017 y se ordenará el mandamiento ejecutivo por el título complejo conformado alrededor del contrato 2011-0046, pero tan solo por la cantidad de $ 1.210.650 pesos, en razón a que de acuerdo con el documento – acta – visible a folio 37, aparece que es éste el saldo del valor total del contrato que ascendía a $ 8.433.330.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO (4º) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, 

R E S U E L V E:
PRIMERO:
LIBRAR MANDAMIENTO EJECUTIVO, a favor del señor CARLOS MARIO BUITRAGO TORO, y en contra del municipio de Argelia – Antioquia.

SEGUNDO: El municipio de Argelia deberá pagar al actor las siguientes cantidades de dinero: un millón doscientos diez mil seiscientos cinco mil pesos ($ 1.210.605).
TERCERO: Se niega el mandamiento de pago por el resto de acreencias.
CUARTO: El Juzgado oportunamente se pronunciará sobre las costas del proceso si a ello hubiere lugar.

QUINTO:
De conformidad con lo establecido en los Arts. 171 Núm. 1º y 2º, 198 y 199 del CPACA, este último modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012 Código General del Proceso – CGP, notifíquese personalmente: al representante legal de la entidad demandada MUNICIPIO DE ARGELIA-  ANTIOQUIA o a quien éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones, y al Ministerio Público en este caso, al señor Procurador 108 Judicial Delegado ante este Despacho Dr. Francisco Javier García Restrepo. En todo caso deberá darse aplicación al contenido del artículo 296 del CGP
.

Se le advierte a la entidad ejecutada que dispone, a partir de la notificación personal de esta decisión, de cinco (5) días para el pago del crédito o de diez (10) días para proponer excepciones en defensa de sus intereses, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 430, 431, 442, 443 del CGP.

SEXTO:
Notifíquese por estados al demandante el presente auto de mandamiento de pago, de conformidad con lo previsto en los Arts. 171 núm. 1º y 201 del CPACA. En todo caso deberá darse aplicación al contenido del artículo 296 del CGP.

Deberá la parte demandante, remitir a través de servicio postal autorizado a los sujetos procesales señalados en líneas anteriores; copia de la demanda y de sus anexos, mismos que fueron aportados con la demanda y que por ende se encuentran en las instalaciones de este Despacho, por lo que deberán ser retirados; además la remisión deberá contener copia del presente auto admisorio de la demanda e ir dirigidos con un oficio en el que se explique detalladamente el objeto de la remisión, para lo anterior, se recomienda usar modelo de oficio del Despacho.  

Como consecuencia de lo anterior, la parte demandante allegará al Despacho, las copias de las constancias de envío correspondientes con el oficio de remisión y certificación de la entrega, en el término de diez (10) días contados a partir de la notificación por estados del presente auto.

En este punto vale la pena puntualizar, que de no cumplirse con lo anterior, se procederá en la forma prevista en el artículo 317 del C.G.P. 

En este caso, los gastos del proceso corresponden únicamente al envío por correo postal autorizado, mismos que el Despacho se abstiene de fijar, en atención a que tal carga se radicó en la parte demandante, en consonancia con el principio de colaboración. 

En cumplimiento de lo dispuesto en los Núm. 4º y 5º y parágrafo 1º del Art. 175 del CPACA, deberá la parte demandada con la contestación de la demanda aportar las pruebas que tenga en su poder, las que pretenda hacer valer en el proceso, los dictámenes periciales que considere necesarios y el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentran en su poder, so pena, respecto de este último, de incurrir en falta disciplinaria gravísima.
SÉPTIMO. 
Reconocer personería para actuar en este proceso a la abogada NIDIA CRISTINA MONTOYA RESTREPO, quien se identificó con la cédula de ciudadanía número 43.869.671 y T.P. Nro. 164.894 del C.S. de la J. en los términos y para los efectos del poder conferido a Fl. 8
NOTIFÍQUESE Y CÙMPLASE,

EVANNY MARTÍNEZ CORREA

Juez

	JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO MEDELLÍN

Siendo las ocho de la mañana (8:00A.M) del día de hoy 27 DE ABRIL DE 2015 se notifica a las partes la providencia que antecede por anotación en Estados.

JUAN DAVID ISAZA MARÍN 

Secretario


� “el juez competente para conocer de las controversias derivadas de los contratos estatales y de los procesos de ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción contencioso administrativa”.


� “La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 


Igualmente conocerá de los siguientes procesos: (…) 6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades”.


�. De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades públicas. Salvo lo establecido en este Código para el cobro coactivo a favor de las entidades públicas, en la ejecución de los títulos derivados de las actuaciones relacionadas con contratos celebrados por entidades públicas, se observarán las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Civil para el proceso ejecutivo de mayor cuantía. Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma jurisdicción según las reglas de competencia contenidas en este Código, si dentro de los diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada no le ha dado cumplimiento.


�. Ver auto, Sección Tercera, Subsección “C” radicado 50408 del 06 de agosto de 2014, M.P. Dr. Enrique Gil Botero.


�. Sobre el tema ver Consejo de Estado. Sentencia del dieciocho (18) de marzo de dos mil diez (2010). Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejero Ponente Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Citada por Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, Sala Primera de Oralidad, expediente 2014- 0142 -00, auto 052 AP, del 03 de marzo de 2014, M.P. Dr. Álvaro Riaño.


� Para el caso de los documentos electrónicos, debe estarse en lo dispuesto por la Ley 527 de 1999.


�. Sobre este tema Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, Sala Primera de Oralidad, expediente 2014- 0142 -00, auto 052 AP, del 03 de marzo de 2014, M.P. Dr. Álvaro Riaño.


�. Ver, Consejo Superior de la Judicatura, Sala Disciplinaria, Sentencia Radicado:11001010200020120163300, Registro: 26-09-2012, del 3 de octubre de 2012.





�. Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, Sala Primera de Oralidad, expediente 2014- 0142 -00, auto 052 AP, del 03 de marzo de 2014, M.P. Dr. Álvaro Riaño.


�.Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, Sala Primera de Oralidad, expediente 2013- 00612 00, auto 0269, del 30 de octubre de 2013,  M.P. Dr. Álvaro Riaño.





�.ibídem. 


�. Artículo 104 ordinal 6 y artículo 297 inciso 3 CPACA.


�.Ver Fallo, Consejo Superior de la Judicatura, radicado 1100101020002014 00588 00, acta 22, del 27 de marzo de 2014, M.P. Dr. Dr. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO.


�.Ver, Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, auto 25000-23-26-000-1999-02657-02 (33.586), del 14 de mayo de 2014, M.P. Dr. Enrique Gil Botero.





�. Artículo 296. Notificación mixta. El auto admisorio de la demanda y el mandamiento ejecutivo se notificarán por estado al demandante antes de su notificación personal o por aviso al demandado (CGP).
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